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"2022, Año de las y los Migrantes de San Luis Potosí".
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 TOCA 82/2021

EXP. 297/2021-1 

	APELACIÓN 82/2021/SS

	JUICIO CONTENCIOSO 297/2021/1

	ACTOR: “**********

	AUTORIDAD DEMANDADA: SÍNDICO DEL AYUNTAMIENTO DE CIUDAD VALLES,  SAN LUIS POTOSÍ.


San Luis Potosí, San Luis Potosí, dieciséis de febrero de dos mil veintidós. 

V I S T O para resolver los autos del toca 82/2021/SS, formado con motivo de la interposición del recurso de apelación presentado el diecisiete de noviembre de la pasada anualidad por el **********, en su carácter de Síndico Municipal y en representación del Ayuntamiento de Ciudad Valles, San Luis Potosí, en contra de la resolución de fecha veintisiete de agosto de dos mil veintiuno pronunciada por la Primera Sala Unitaria de este Tribunal en el juicio contencioso administrativo estatal número 297/2021/1, promovido por **********por conducto de su apoderado legal **********; y,
R E S U L T A N D O

I.- La resolución materia de apelación, es del tenor siguiente:

“Efectos de la sentencia:
En tales condiciones, se considera que los efectos de la sentencia serán las clausulas pactadas por las partes, por lo que al haber firmado el Síndico demandado en nombre del Ayuntamiento de Ciudad Valles, la municipalidad se encuentra obligada a cumplir con lo siguiente:
-Pagar a la parte actora la cantidad de $8,135,905.52 (Ocho millones ciento treinta y cinco mil novecientos cinco pesos 52/100 M.N.), cantidad total de la suerte principal, intereses, IVA de intereses y honorarios por gastos de cobranza de los contratos de obra referidos en el convenio de mérito;
-A la firma de dicho convenio, la cantidad de $3,000.000.00 (TRES MILLONES DE PESOS 00/100 M.N.), de igual modo se comprometió a saldar la cantidad restante de $5,135,905.52 (CINCO MILLONES CIENTO TREINTA Y CINCO MIL NOVECIENTOS CINCO PESOS 52/100 M.N.), de la siguiente forma:
-El veintiocho de junio de dos mil veintiuno un segundo pago por la cantidad de $2,567,952.76 (DOS MILLONES QUINIENTOS SESENTA Y SIETE MIL NOVECIENTOS CINCUENTA Y DOS PESOS 76/100 M.N.);
-El veintiséis de julio de dos mil quince un tercer y último pago por la cantidad de $2,567,952.76 (DOS MILLONES QUINIENTOS SESENTA Y SIETE MIL NOVECIENTOS CINCUENTA Y DOS PESOS 76/100 M.N.);
-En caso de impago de cualquiera de las cantidades señaladas, se haría exigible la totalidad del saldo insoluto al día del cumplimiento;
-El pago de cualquiera de las cantidades señaladas daría lugar a que se genere un interés del 2% mensual sobre saldos insolutos. …”
II.- Inconforme con la referida determinación, el Licenciado **********, en su carácter de Síndico Municipal y en Representación del Ayuntamiento de Ciudad Valles, San Luis Potosí, interpuso recurso de apelación por escrito presentado el diecisiete de noviembre de dos mil veintiuno, el cual mediante proveído de diecinueve de noviembre de dos mil veintiuno
, la Magistrada de la Primera Sala Unitaria, con fundamento en el artículo 152, último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado
, ordenó remitir a esta Sala Superior las copias y los autos del expediente 297/2021-1.
III.- Por acuerdo de veinticinco de noviembre de dos mil veintiuno
, se radicó la apelación con el número 82/2021/SS y se ordenó notificar la parte moral actora **********para que en el término de tres días hábiles manifestara lo que a su derecho conviniere.

IV.- En auto de fecha cuatro de enero de dos mil veintidós
 se recibió escrito firmado por **********, en su carácter de apoderado legal de la parte moral actora **********, mediante el cual desahogo la vista otorgada en el acuerdo de admisión respecto al recurso de apelación planteado por la autoridad demandada y con fundamento en lo dispuesto por el ultimo párrafo del artículo 154 del Código Procesal Administrativo vigente en el Estado
, se citó para resolver el presente recurso de apelación.
CONSIDERANDO

PRIMERO. Competencia. A la Sala Superior Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer de los recursos de apelación, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 9 fracción II y 23 fracción V de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 152 último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; dado que se reclama una resolución, pronunciada por una Sala Unitaria de este Tribunal, en la cual se tuvo por avenidos los puntos de la controversia del juicio de nulidad, y de conformidad con el artículo 240 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo, se consideró que el convenio presentado por las partes tiene efectos de sentencia.

SEGUNDO. Materia de la Apelación. A efecto de establecer como se integra la Litis en segunda instancia, es necesario insertar el texto de los artículos 152, 153 y 156, todos del Código Procesal Administrativo del Estado.
“ARTÍCULO 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos: 

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia; 

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso; 

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingreso s estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a: 

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación. 

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones. 

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación. 

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí. 

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley. 

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”
“ARTÍCULO 153. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre. 

En el escrito deberán formularse los agravios que consideren las partes se les hayan causado, exhibiéndose una copia del mismo para el expediente y una para cada una de las partes.”
“ARTÍCULO 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 

A la vista de los agravios expresados por el recurrente, la sentencia de apelación revisará si se observó lo establecido en los artículos, 249 y 250 de este Código
. 

Si se acreditan violaciones cometidas durante el procedimiento de juicio que hayan dejado sin defensa al recurrente y trasciendan al sentido de la sentencia, se revocará ésta y se mandará reponer el procedimiento.
Sólo se tomarán en consideración las pruebas que se hubiesen ofrecido en el juicio respectivo, salvo que no se haya tenido la oportunidad procesal para rendirlas. 

Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el c aso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. 

En el caso de ser revocada la sentencia o de que su modificación así lo disponga, cuando el recurrente sea el servidor público, se ordenará se le restituya de inmediato en el goce de sus derechos, sin perjuicio de lo que establecen otras leyes. 

Se exceptúan del párrafo anterior, los casos previstos en el apartado B, fracción XIII, del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”
De la interpretación de los citados preceptos legales, se concluye que la Litis en segunda instancia se integra con la resolución definitiva, emitida por las Salas Unitarias, según sea el caso y con los agravios expresados por el apelante.
Esto es, la apelación, que es un recurso ordinario y vertical a través del cual una de las partes o ambas solicitan a la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, un nuevo examen sobre una resolución definitiva dictada por una Sala Unitaria, tiene por objeto confirmar, revocar o modificar la resolución de primera instancia impugnada en los puntos relativos a los agravios vertidos por el recurrente, en los cuales combata las consideraciones que sustentan la resolución apelada, para demostrar la ilegalidad cuya declaración pretende, y por consiguiente la Sala de segunda instancia revoque o modifique el fallo apelado, cuando no se observe lo establecido en los artículos 249 y 250 del Código aplicable, o existan violaciones cometidas durante el procedimiento del juicio, que hayan dejado sin defensa al recurrente y trasciendan al sentido de la sentencia.
En el caso de que sea el particular el apelante, se podrá suplir la deficiencia de los agravios, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados; en el entendido de que cuando la autoridad demandada figure como recurrente, deberá formular los agravios que le genere la sentencia de primera instancia, en virtud de que la institución de la suplencia de la queja fue prevista por la legislación de la materia, no opera en favor de ésta parte procesal. 
Tiene apoyo lo anterior por analogía, en la tesis emitida por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito, del rubro y texto:

“HECHOS NOTORIOS EN EL RECURSO DE REVISIÓN INTERPUESTO POR LA AUTORIDAD DEMANDADA EN EL JUICIO DE NULIDAD. LAS SECCIONES DE LA SALA SUPERIOR DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE MÉXICO PUEDEN INVOCARLOS AL RESOLVER, SIEMPRE QUE LOS AGRAVIOS EXPUESTOS SEAN OPERANTES, AL REGIR EN ESE CASO EL PRINCIPIO DE ESTRICTO DERECHO. De los artículos 273, fracción VI, 286, primer párrafo y 288, fracción V, del Código de Procedimientos Administrativos del Estado de México se obtiene que el creador de la norma estableció que en el supuesto de que la autoridad demandada figure como recurrente, ésta se encuentra vinculada a externar los agravios que, en su concepto, le genere el veredicto de primera instancia, al regir, en esa hipótesis, el principio de estricto derecho, el cual implica la imposibilidad del tribunal de alzada, ante la deficiencia o ausencia de los motivos de disenso formulados, de escudriñar la regularidad del fallo primigenio y, por ende, la prohibición de abordar cualquier cuestión probatoria; ello, en virtud de que la institución de la suplencia de la queja fue prevista por el legislador de la citada entidad, exclusivamente en favor del gobernado. Asimismo, del numeral 36 del referido ordenamiento se colige que la invocación de hechos notorios constituye una excepción probatoria que permite a los órganos jurisdiccionales del tribunal en comento fundar sus determinaciones en dichos sucesos, sin necesidad de que las partes los aleguen o acrediten durante la secuela procesal; empero, aquella excepción tiene sus límites en los diversos principios que rigen tanto al acto administrativo, como al juicio de nulidad. En ese sentido, si bien las Secciones de la Sala Superior del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de México, tratándose del recurso de revisión, están en condiciones de invocar hechos notorios para sustentar sus resoluciones, pese a no haber sido comprobados o alegados por los contendientes del enjuiciamiento de referencia, ese escenario está supeditado a que los agravios esgrimidos por la autoridad disconforme sean operantes, pues sólo superados los requisitos mínimos de impugnación, el tribunal de segunda instancia podrá apreciar la legalidad de la decisión refutada y, en su caso, aplicar la excepción probatoria indicada al dilucidar el fondo de la problemática imperante, ya que, en caso contrario, se llegaría al extremo de inobservar el postulado de estricto derecho que atañe al citado recurso interpuesto por la entidad demandada. De ahí que la invocación de los eventos con la calidad mencionada, al estar condicionada a los motivos de disenso formulados por la autoridad inconforme, no tiene el alcance de permitir al órgano decisor de segundo grado que elabore argumentos propios con base en esos eventos, a fin de diluir la plataforma argumentativa de la resolución materia de revisión, en la medida en que ese panorama implicaría que, de hecho, se supla la deficiencia de los agravios en beneficio de la autoridad demandada. PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA SEGUNDA REGIÓN.”

TERCERO.- Procedencia. Resulta correcto examinar en esta alzada la resolución emitida en primera instancia por la Primera Sala Unitaria, con fundamento en el artículo 152 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, pues se trata de la apelación interpuesta en contra de la resolución definitiva.
CUARTO. Legitimación del Ayuntamiento de Ciudad Valles, San Luis Potosí. Es improcedente la apelación que promueve en esta instancia el Licenciado **********, en representación del Ayuntamiento de Ciudad Valles, en contra de la resolución de fecha veintisiete de agosto de dos mil veintiuno emitida por la Primera Sala Unitaria, de acuerdo con las siguientes consideraciones:

Inicialmente debe decirse que a pesar de que, como ya se dijo, en el presente asunto no opera la suplencia de la queja a favor del aquí promovente, debe establecerse que el tópico de la legitimación es un presupuesto procesal de estudio oficioso.

En apoyo de dicha afirmación se invocan los siguientes criterios:
Suprema Corte de Justicia de la Nación Registro digital: 2019949 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Décima Época Materias(s): Civil Tesis: VI.2o.C. J/206 Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 66, Mayo de 2019, Tomo III, página 2308 Tipo: Jurisprudencia

“LEGITIMACIÓN, ESTUDIO OFICIOSO DE LA. La legitimación de las partes constituye un presupuesto procesal que puede estudiarse de oficio en cualquier fase del juicio, pues para que se pueda pronunciar sentencia en favor del actor, debe existir legitimación ad causam sobre el derecho sustancial, es decir, que se tenga la titularidad del derecho controvertido, a fin de que exista una verdadera relación procesal entre los interesados. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO.”

Suprema Corte de Justicia de la Nación Registro digital: 240057 Instancia: Tercera Sala Séptima Época Materias(s): Común Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Volumen 205-216, Cuarta Parte, página 203 Tipo: Jurisprudencia 

“LEGITIMACION, ESTUDIO OFICIOSO DE LA. La falta de legitimación de alguna de las partes contendientes constituye un elemento o condición de la acción que, como tal, debe ser examinada aun de oficio por el juzgador.”

Enseguida, para sostener la calificación otorgada es menester citar el artículo 152 del Código de la materia, el cual establece que las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes en el juicio, siempre y cuando el asunto encuadre en alguno de los supuestos que ahí se prevén.

En ese sentido, el diverso numeral 230 del Código Procesal Administrativo del Estado, señala que son partes en el juicio contencioso administrativo las siguientes:

“ARTÍCULO 230. Son partes en el juicio contencioso administrativo:

I. El actor, que puede ser el particular que se sienta afectado por actos o resoluciones de las autoridades; o la autoridad, cuando impugne una resolución administrativa o fiscal favorable a aquéllos, por considerar que lesiona a la administración pública o al interés público;
II. El demandado, teniendo este carácter:

a) Tanto la autoridad ordenadora como la ejecutora de los actos impugnados y, en su caso, aquéllas que las sustituyan, así como los organismos públicos descentralizados de la administración pública estatal o municipal;

b) El particular a quien favorezca la resolución cuya modificación o nulidad pida la autoridad administrativa, conforme al artículo 6º fracción VI de la Ley Orgánica del tribunal.
III. La Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado o las tesorerías municipales en los juicios en que se controvierta el interés fiscal del Estado o de los ayuntamientos, y
IV. El tercero, pudiendo intervenir con ese carácter cualquier persona, física o moral, derechos sean incompatibles con la pretensión del demandante o sus intereses puedan resultar afectados por las resoluciones del Tribunal.”
De la exégesis del artículo transcrito se advierte que son partes en el Juicio Contencioso Administrativo el actor, la o las autoridades demandadas, la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado o las tesorerías municipales en los casos que dispone dicho normativo y el tercero interesado.

En relación a lo anterior en el acuerdo inicial recaído a la presentación de la demanda quedó integrada la Litis respecto lo demandado así como, las partes contendientes en el Juicio Contencioso 297/2021/1.

Dicho acuerdo es del tenor siguiente:

“San Luis Potosí, San Luis Potosí, a dieciocho de mayo de dos mil veintiuno.
Vista la cuenta que antecede, téngase por recibido el escrito inicial de demanda con sus anexos y copias de traslado, signado por **********, en su calidad de apoderado de la persona moral denominada, ********** carácter que acredita con la copia certificada del Instrumento número cincuenta y ocho mil cuatrocientos tres, volumen número un mil ciento setenta y dos, pasado ante la fe del Notario Público número tres con residencia en Ciudad Valles, San Luis Potosí; recibido en este Tribunal, el cuatro de mayo del año en curso.
En tal virtud, regístrese en el libro de gobierno con la numeración consecutiva correspondiente y fórmese el expediente de nulidad.
A lo que la Magistrada Titular de esta Sala acuerda: 
1.-  DE LA RESOLUCIÓN O ACTO IMPUGNADO.- De un análisis integral al escrito inicial de demanda y con fundamento en la fracción XIII del artículo 7° de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, se tiene a la parte actora por impugnando la negativa ficta recaída a los escritos presentados ante el Síndico del Municipio de Ciudad Valles, San Luis Potosí, el tres de septiembre de dos mil veinte. 
2.- DE LA AUTORIDAD DEMANDADA.- Se observa que los escritos respecto a los cuales recae la negativa ficta que se impugnan se encuentran dirigidas y recibidas por el Síndico del Municipio de Ciudad Valles, San Luis Potosí, en consecuencia, con fundamento en la fracción II del artículo 230 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tiene únicamente a dicha autoridad como demandada; de ahí que no sea procedente tener a las diversas indicadas en el escrito de cuenta. 
3.- DE LA FECHA EN QUE SE PRESENTARON LOS ESCRITO A LOS QUE RECAYÓ LA NEGATIVA FICTA.- El promovente afirma que los escritos fueron presentados ante  la autoridad demandada, el tres de septiembre de dos mil veinte.
4.- DE LA ADMISIÓN DE LA DEMANDA.- Con apoyo en lo dispuesto por los artículos 1°, 2° párrafo segundo, 3°, 24 fracción I, 217, 232, 233 y 234 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí y al reunir los requisitos legales respectivos, SE ADMITE A TRÁMITE LA DEMANDA DE NULIDAD.
5.- DEL TRASLADO DE LA DEMANDA Y FORMAL EMPLAZAMIENTO.- Con fundamento en lo previsto por los artículos 240, 241, 243 y 244 del Código Procesal Administrativo, córrase traslado a la autoridad demandada, con la copia simple del escrito de demanda y anexos de cuenta, emplazándola para que conteste dentro del plazo de diez días hábiles lo que a su derecho convenga, ofrezca y exhiba las pruebas que estime pertinentes y exprese los hechos que con éstas se encuentren relacionados; apercibiéndole que en caso de no producir la contestación en tiempo y forma, o de no referirse a todos los hechos de ésta, de oficio se declarará la preclusión del derecho correspondiente y se tendrán como ciertos los que la parte actora le impute, salvo que por las pruebas rendidas o por hechos notorios resulten desvirtuados.
Además, dígasele a la autoridad demandada, que en cumplimiento al artículo 244 del Código Procesal Administrativo en consulta, deberá adjuntar las copias de su oficio de contestación y anexos para correr traslado a la parte actora.

6.- DEL OFRECIMIENTO DE PRUEBAS.- De conformidad con lo dispuesto por los artículos 69 fracción II y 70 párrafo tercero del Código Procesal Administrativo, se tiene a la parte actora, por ofreciendo las pruebas descritas en el capítulo correspondiente de su escrito inicial, de las que se reserva su admisión para el momento procesal oportuno.

6.1.- DEL REQUERIMIENTO POR PRUEBAS.- No obstante lo anterior, se advierte que el promovente ofrece como prueba documental número doce, las copias certificadas del expediente principal número 338/2017 del Juzgado Séptimo de Distrito en el Estado, respecto a la elaboración y notificación de los finiquitos técnicos, sin embargo, se tiene que fue omiso en acompañarlos; motivo por el cual con fundamento en el segundo párrafo del numeral 235 del Código Procesal Administrativo, se le requiere a fin de que en el término de cinco días hábiles las exhiba apercibido que, de no hacerlo en su oportunidad serán desechadas. 

Por otra parte, en cuanto a las pruebas señaladas dentro de la indicada como documental cuarta del escrito de cuenta, particularmente las descritas con los numerales 6, 7, 8 y 9 si bien obran dentro del expediente en que se actúa, se le requiere a fin de presente copias legibles de las mismas, toda vez que partes de ellas no se logran apreciar con claridad. 

7.- DE LOS AUTORIZADOS.- Respecto a los diversos profesionistas que autoriza, dígasele que una vez que los mismos presenten ante este Órgano Jurisdiccional la cédula profesional que los acredite como Abogados o Licenciados en Derecho y éstas a su vez sean registradas en el libro que para tal efecto lleva este Tribunal, se les tendrá como autorizados de la parte actora.
8.- DEL DOMICILIO PROCESAL.- Con fundamento en el artículo 29 del Código de la materia, téngase como domicilio para oír y recibir notificaciones de la parte actora, el ubicado en la Calle Insurgentes número 1101-1, Colonia Ferrocarrilera de esta Ciudad. 
9.- DE LA NOTIFICACIÓN ELECTRÓNICA A LA AUTORIDAD DEMANDADA.- Por otra parte, con apoyo en lo dispuesto en los artículos 48, 49, 50 y 52, del Código Procesal Administrativo para el Estado; 14 primer párrafo, 15 segundo párrafo, 16, 17, 21 y artículo cuarto transitorio, del Acuerdo General 14/IX/2020 del Pleno de este Tribunal, por el que se establecen los Lineamientos para la Notificación Electrónica; la notificación a la autoridad demandada respecto a las actuaciones del presente sumario se realizarán a través del buzón electrónico.

Considerando que a la fecha del presente acuerdo la autoridad demandada no ha tramitado su registro en el subsistema de Notificación Electrónica; con fundamento en lo dispuesto en los artículos 12 y 14  de los lineamientos referidos en el párrafo inmediato anterior; se le proporciona el siguiente correo electrónico del dominio de este Tribunal: sindicocdvallesslp191@tejaslp.gob.mx, Para efecto de recibir en esta cuenta de correo el aviso electrónico a que se refiere el artículo 16 de los lineamientos citados.

Además, se le hace saber que la contraseña le será enviará en sobre cerrado, el cual se adjuntará a la notificación de este proveído, previa toma de razón que se levante al respecto por la Actuario o Notificador habilitado por esta Sala y así, se encuentre en condiciones de ingresar al Buzón Electrónico; en donde encontrará la publicación de las actuaciones procesales de este Tribunal en los diferentes expedientes en que figure como autoridad demandada, las que surtirán sus efectos, acorde a lo dispuesto en los artículos 50 párrafo segundo del Código Procesal Administrativo para el Estado.
En virtud de lo anterior, por única ocasión se ordena notificar por oficio el presente acuerdo por correo certificado con acuse de recibo acorde a lo dispuesto en el artículo 39 del Código Procesal; en el entendido que las notificaciones subsecuentes serán por medio de Buzón Electrónico, toda vez que la autoridad demandada, contará con el correo electrónico del dominio de este Tribunal y su clave de acceso.
En ese orden, se le hace saber a la autoridad demandada, que la clave de acceso tiene el carácter de intransferible, por lo cual el uso que se le otorgue quedará bajo su más estricta responsabilidad,  pues la misma únicamente es del conocimiento de la autoridad a la que se le expide. 
10.- HABILITACIÓN DE DÍAS Y HORAS INHÁBILES.- En virtud de la carga de trabajo de este Tribunal, con apoyo en lo dispuesto por el artículo 30 del Código Procesal Administrativo, se habilitan días y horas inhábiles, con el objeto de facilitar al Actuario adscrito la notificación de lo determinado en el presente juicio.
11.- DE LOS DATOS PERSONALES.- Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 6° literal A, y 16 párrafo segundo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 3° fracción IX, 7°, 16 y 20 de la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados; 3° fracción VIII, 7, 13, 16, 19 y 20 de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de San Luis Potosí; se hace saber a las partes que les asiste su derecho para oponerse por escrito en relación con terceros a que sus datos personales sean publicados, cuando sea presentada una solicitud de acceso a la información relativa a la resolución, actuaciones o pruebas que obren en el expediente en que se actúa, asimismo para ejercer su derecho de acceso, rectificación y cancelación de datos personales que obren en el presente expediente; precisándose que, aún en el caso de que no realicen manifestación alguna la versión pública que se genere de la resolución definitiva del presente asunto se suprimirán los datos personales sensibles que hayan sido señalados, y la información considerada como legalmente reservada o confidencial conforme a las disposiciones legales conducentes.
Notifíquese.
Así lo proveyó y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Licenciada Ma. Eugenia Reyna Mascorro, ante el Secretario de Acuerdos, Licenciado Antonio Martínez Portillo, que autoriza y da fe.”
Ahora bien, si bien es cierto en el escrito de demanda se estableció como partes reo al Municipio, Presidente Municipal, Coordinación de Desarrollo Social y Tesorero Municipal, todas del municipio de Ciudad Valles, San Luis Potosí, en el auto de admisión de dieciocho de mayo de dos mil veintiuno, la Primera Sala Unitaria determinó entre otras cosas, advertía que los escritos respecto a los cuales recaía la negativa ficta que se impugnaba se encontraban únicamente dirigidos y recibidos por el Síndico del Municipio de Ciudad Valles, San Luis Potosí, por lo que únicamente a dicha autoridad recaía el carácter de demandada; y determinó era improcedente tener con dicha calidad a las diversas indicadas en el escrito de demanda. Proveído que causó estado al no haber sido controvertido por el medio de defensa ordinario procedente que prevé el Código Procesal Administrativo del Estado en sus artículos 149 y 150, el recurso de reclamación.
“ARTÍCULO 149. El recurso de reclamación procederá en el juicio contencioso administrativo en contra de

I. Las que admitan o desechen la demanda, su contestación o ampliación; …”

“ARTÍCULO 150. La reclamación se interpondrá ante el Tribunal dentro de los cinco días hábiles siguientes a aquél en que surta efectos la notificación de que se trate.

La resolución de la reclamación no admitirá recurso legal alguno.”

Sirve de apoyo por analogía, la siguiente tesis de Jurisprudencia del rubro y texto:

Suprema Corte de Justicia de la Nación Registro digital: 2023596 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Undécima Época Materias(s): Civil Tesis: I.11o.C. J/10 C (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 5, Septiembre de 2021, Tomo II, página 2967 Tipo: Jurisprudencia 

“RECURSOS ORDINARIOS EN MATERIA CIVIL. SU NATURALEZA Y CLASIFICACIÓN. El derecho de impugnar las resoluciones judiciales tiene un primer sustento en el artículo 17 de la Constitución General que consagra el derecho de acceso a la justicia; sin embargo, este derecho fundamental aparece más claro en el artículo 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que consagra los principios del recurso judicial. De esa forma, los recursos regulados en la legislación procesal civil son los instrumentos a través de los cuales el particular podrá impugnar la legalidad de las resoluciones judiciales de toda índole; tienen por objeto confirmar, revocar, modificar o nulificar la resolución combatida. Así, a través de los recursos ordinarios, podrá impugnar tanto aspectos de forma de la resolución que se recurra –como la carencia de fundamentación y motivación, falta de exhaustividad por no analizar los argumentos propuestos o la integridad de las pruebas ofrecidas, incongruencia entre lo pedido y lo resuelto, o la ausencia de los requisitos legalmente previstos para la validez de la resolución respectiva–, como el fondo de lo decidido u ordenado por estimarse que el juzgador recurrido incurrió, entre otras hipótesis, en indebida o incorrecta: I. Fundamentación, motivación o ambas; II. Valoración de las pruebas; III. Interpretación de la ley o la jurisprudencia; IV. Apreciación de la litis; y, V. Análisis de las constancias de autos. Dado que los recursos son medios de impugnación ordinaria, las únicas resoluciones que se podrán recurrir a través de ellos son aquellas que no hubieren adquirido firmeza o alcanzado la calidad de cosa juzgada, pues estas últimas sólo podrán combatirse con el empleo de medios extraordinarios de defensa y, específicamente, a través del juicio de amparo. Los recursos ordinarios se dividen o clasifican en horizontales y verticales: son horizontales aquellos de los que corresponde resolver al mismo juzgador que emitió la resolución recurrida en la misma instancia en que se sustancia el asunto; ejemplo de éstos en los juicios civiles y familiares son el de revocación y el de reposición; los verticales son aquellos de los que conoce un tribunal superior de instancia de aquel que emitió la resolución recurrida; ejemplo de éstos en los juicios civiles y familiares son el de apelación y el de queja. DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.”
De ahí que el acuerdo de dieciocho de mayo de dos mil veintiuno, dictado en el Juicio primigenio invocado, constituye una cosa juzgada, la cual también resulta analizable de oficio
.
Dicha figura jurídica (del latín res judicata), se entiende como la inmutabilidad de los resuelto en las sentencias o resoluciones firmes. Así, la cosa juzgada se configura sólo cuando una sentencia debe considerarse firme. Es decir, cuando no puede ser impugnada por los medios ordinarios o extraordinarios de defensa. 
Ésta, encuentra su fundamento y razón en la necesidad de preservar y mantener la paz y la tranquilidad en la sociedad, con medidas que conserven la estabilidad y la seguridad de los gobernados en el goce de sus libertades y derechos, y tiene por objeto primordial proporcionar certeza respecto a las relaciones en que se han suscitado litigios, mediante la inmutabilidad de lo resulto en una sentencia ejecutoriada.

Siendo entonces, la institución resultante de una resolución obtenida de un proceso judicial seguido con las formalidades esenciales del procedimiento, conforme a los artículo 14, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y el 17, que señala que las leyes federales y locales establecerán los medios necesarios para garantizar la independencia de los Tribunales y la plena ejecución de sus resoluciones. 

Así, la relación armónica de estos dos artículos Constitucionales instituye a la cosa juzgada como la resulta de un juicio, llegando al punto en que lo decidido ya no es susceptible de discutirse; privilegia la garantía de acceso a la justicia prevista en el segundo párrafo del citado artículo 17 dotando a las partes en litigio de seguridad y certeza jurídica.
La naturaleza trascendental de esa institución radica en que no sólo recoge el derecho a que los órganos jurisdiccionales establecidos por el Estado diriman los conflictos, sino también el relativo a que se garantice la ejecución de sus fallos. Por lo anterior, la cosa juzgada es uno de los principios esenciales del derecho a la seguridad jurídica, en la medida en que el sometimiento a sus consecuencias constituye base esencial de un Estado de derecho, en el apartado de la impartición de justicia a su cargo.

Apoya lo anterior, la tesis que esta Sala comparte, sustentada por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, consultable en la página, 1305, Libro XXVI, Noviembre de 2013, Tomo 2, de registro 2004886, cuyo rubro y texto disponen:
“COSA JUZGADA. PRINCIPIO ESENCIAL DEL DERECHO A LA SEGURIDAD JURÍDICA. La cosa juzgada es la institución resultante de una sentencia obtenida de un proceso judicial seguido con las formalidades esenciales del procedimiento, conforme a los artículos 14, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y el 17, que señala que las leyes federales y locales establecerán los medios necesarios para garantizar la independencia de los tribunales y la plena ejecución de sus resoluciones. Así, la relación armónica de esos dos artículos constitucionales instituye a la cosa juzgada como la resulta de un juicio concluido en todas sus instancias, llegando al punto en que lo decidido ya no es susceptible de discutirse; privilegia la garantía de acceso a la justicia prevista en el segundo párrafo del citado artículo 17 dotando a las partes en litigio de seguridad y certeza jurídica. La naturaleza trascendental de esa institución radica en que no sólo recoge el derecho a que los órganos jurisdiccionales establecidos por el Estado diriman los conflictos, sino también el relativo a que se garantice la ejecución de sus fallos. Por lo anterior, la cosa juzgada es uno de los principios esenciales del derecho a la seguridad jurídica, en la medida en que el sometimiento a sus consecuencias constituye base esencial de un Estado de derecho, en el apartado de la impartición de justicia a su cargo. TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.”
Como consecuencia de lo anterior, lo establecido en el auto de dieciocho de mayo de dos mil veintiuno emitido en el juicio de origen, adquiere la categoría de cosa juzgada formal por subsistir su sentido, el cual no se controvirtió con el medio de impugnación anteriormente indicado, es decir la reclamación.

Aspectos que no pueden ser modificados en ulterior instancia, al haber quedado establecida la verdad legal en relación a ese aspecto del asunto, pues atender las causas de impugnación aquí planteadas podría dar lugar a la vulneración de la cosa juzgada, del principio de seguridad jurídica que debe regir en todo estado de derecho, lo cual es inadmisible.
Por tanto, atento a los principios fundamentales del proceso, como el de invariabilidad de la Litis, una vez establecida, así como el de congruencia y la inaceptabilidad de las bases de la cosa juzgada, la cual obliga a esta Sala Superior, a atender lo decidido en proveído de dieciocho de mayo de dos mil veintiuno, en el juicio de nulidad 297/2021 del índice de la Primera Sala Unitaria.

QUINTO. Legitimación del Síndico Municipal de Ciudad Valles, San Luis Potosí. El recurso de apelación fue interpuesto por parte legítima, en cuanto al Licenciado **********, en su carácter de actual Síndico Municipal de Ciudad Valles, San Luis Potosí, autoridad demandada en el juicio contencioso administrativo 297/2021, en el que se emitió la resolución materia de esta Apelación; personalidad que acreditó conforme a lo establecido por el artículo 220 párrafo segundo del Código de la materia
, al señalar la publicación del Periódico Oficial del Estado de fecha dos de octubre de dos mil veintiuno, que contiene la declaración de validez de la integración de los cincuenta y ocho Ayuntamientos del Estado de San Luis Potosí, por el periodo comprendido del uno de octubre de dos mil veintiuno al treinta de septiembre de dos mil veinticuatro.
SEXTO.- Antecedentes. Previo a analizar la oportunidad en la presentación del recurso, con la finalidad de arribar a una determinación al respecto y para una mejor ilustración, procede realizar una síntesis de los datos procesales más relevantes de este asunto.

1. Por escrito presentado el cuatro de mayo de dos mil veintiuno ante la Oficialía de Partes del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ********** en su carácter de Apoderado Legal de la persona moral ********** demandó del Municipio, Presidente Municipal, Coordinación de Desarrollo Social y Tesorero Municipal, todas del municipio de Ciudad Valles, San Luis Potosí, los siguientes actos: 
“a).- La negativa del pago de la cantidad de $4, 277,467.09 (CUATRO MILLONES DOSCIENTOS SESENTA Y SIETE MIL CUATROSCIENTOS SESENTA Y SIETE PESOS 09/100 M.N.) como cantidad pendiente de pago de las estimaciones 2,3,4,5 y 6 entregadas al municipio demandado, en los términos que se precisan con posterioridad, derivadas del contrato de obra pública obra N° **********, de fecha El 19 de agosto de 2015.

b).- La negativa del pago de la cantidad de $733,230.12 (SETESCIENTOS TREINTA Y TRES MIL DOSCIENTOS TREINTA PESOS 12/100 M.N.) como cantidad pendiente de pago de las estimaciones 2 y 3 entregadas al municipio demandado, en los términos que se precisan con posterioridad, derivadas del contrato de obra pública obra **********, de fecha 14 de septiembre de 2015.

c).- La negativa de pago de los gastos financieros, por el impago de las estimaciones antes señaladas, en términos del artículo 138 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mimas del Estado de San Luis Potosí, a una tasa de 0.75% mensual sobre saldos insolutos, a partir del incumplimiento en el pago de las estimaciones antes señaladas y hasta por el plazo de 90 días, derivados de los contratos de las obra pública numero N° **********, de fecha El 19 de agosto de 2015 y **********, de fecha 14 de septiembre de 2015.

d).- La negativa del pago de los intereses moratorios a la tasa de interés interbancario promedio que opere la banca privada, a partir de los 90 días siguientes al incumplimiento señalado en el inciso que antecede, en términos del artículo 138 de la Ley de Obras Publicas y Servicios Relacionados con las mismas del Estado de San Luis Potosí, derivados de los contratos de las obra pública numero N° **********, de fecha El 19 de agosto de 2015 y **********, de fecha 14 de septiembre de 2015.

Todo lo anterior, derivado de la negativa ficta deducida de la omisión de dar respuesta a las peticiones de pago presentadas por mi representada en fecha 3 de septiembre de 2020.”

2. Mediante auto de fecha dieciocho de mayo de dos mil veintiuno
, la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, advirtió que los escritos respecto a los cuales recae la negativa ficta que se impugnan se encontraban dirigidos y recibidos por el Síndico del Municipio de Ciudad Valles, San Luis Potosí, y en consecuencia, con fundamento en la fracción II del artículo 230 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
, se tuvo únicamente a dicha autoridad como demandada; e improcedente tener a las diversas indicadas en el escrito de demanda; admitió a trámite la demanda de referencia, ordenando emplazar a la autoridad demandada Síndico Municipal de Ciudad Valles, San Luis Potosí, para que produjera su contestación a la demanda.

3. Carga procesal cumplida en tiempo y forma, mediante escrito presentado el dieciocho de junio de dos mil veintiuno
, por **********, en su carácter de Síndico Municipal del Ayuntamiento de Ciudad Valles, San Luis Potosí; refiriéndose a los hechos de la demanda, a los conceptos de derecho y ofreciendo pruebas.

4. En auto de fecha veintidós de junio de dos mil veintiuno
, la Sala de Origen tuvo a la autoridad demandada por contestando la demanda y en virtud de que lo que se impugnó en el juicio fue una negativa ficta; con fundamento en la fracción I del artículo 237 del Código Procesal Administrativo para el Estado
, se otorgó a la parte actora, el plazo de diez días hábiles, a fin de que pudiera ampliar su demanda.
5. En acuerdo del siete de julio siguiente
, la Primera Sala Unitaria, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 237 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, admitió a trámite la ampliación de demanda, ordenando correr traslado a la autoridad demandada, y emplazándola para que dentro del plazo de diez días hábiles contestara lo que a su derecho conviniere.

6. Mediante acuerdo de fecha dieciséis de agosto de dos mil veintiuno
, la Primera Sala Unitaria, recibió escrito mediante el cual las partes, **********por conducto de su apoderado legal **********, y ********** en su carácter de Sindico Municipal de Ciudad Valles, presentaron un convenio firmado el veintiséis de mayo del año próximo anterior y ratificado ante el Notario Público número 1 con ejercicio en Ciudad Valles, San Luis Potosí, el cinco de agosto de dos mil veintiuno, para dar por terminado el juicio, solicitando se elevara a categoría de cosa juzgada, por lo que, con fundamento en el artículo 131 fracción IV del Código de Procedimientos Civiles del Estado
, de aplicación supletoria al Código Procesal Administrativo por disposición de su numeral 217 segundo párrafo
, ordenó dar vista a las partes a fin de que manifestarán lo que a su interés conviniere.
7.- El veintisiete de agosto de dos mil veintiuno
, la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria de este Tribunal, emitió acuerdo en el cual ordenó agregar a los autos escrito del apoderado legal de la parte moral actora **********
 y el oficio sin número firmado por ********** en su carácter de Síndico Municipal del Ayuntamiento de Ciudad Valles
, donde en atención a la vista referida en el párrafo anterior manifestaron su conformidad con el convenio presentado; en consecuencia, se tuvo por avenidos los puntos de la controversia del juicio de nulidad, y de conformidad con el artículo 240 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo
, se consideró que los efectos de la sentencia serían las cláusulas pactadas en el convenio, y que al haber firmado el Síndico demandado en nombre del Ayuntamiento de Ciudad Valles, la municipalidad se encontraba obligada a cumplir.
Así mismo, y toda vez que las partes manifestaron su consentimiento expreso en el convenio ratificado y en el desahogo de vista, la Primera Sala Unitaria determinó, que la sentencia había causado ejecutoria con base en el artículo 255 fracción V del Código Procesal Administrativo
; previno al Ayuntamiento de Ciudad Valles para que informara sobre el cumplimiento.
La anterior determinación constituye la materia de impugnación.
SÉPTIMO. Oportunidad. El artículo 153 primer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, previene:
“ARTÍCULO 153. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre.

…”

En el caso, el promovente Síndico Municipal de Ciudad Valles, San Luis Potosí, reclama la resolución de veintisiete de agosto de dos mil veintiuno, dictada por la Magistrada de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, en el expediente 297/2021; la cual le fue notificada por buzón electrónico
, a la autoridad demandada Síndico Municipal de Ciudad Valles, el tres de septiembre de dos mil veintiuno misma que, produjo sus efectos legales al tercer día hábil siguiente a aquel en que tuvo verificativo, es decir, el ocho de septiembre siguiente, conforme a lo dispuesto en el artículo 50 del Código de la materia
, según se advierte de la constancia que obra en la foja 679 del juicio de origen, notificación que en forma alguna aparece cuestionada legalmente y que no está nulificada en el juicio de origen, misma que además quedó convalidada
 por la parte recurrente, al obrar en autos del expediente de origen a foja 690, un escrito subsecuente a la notificación, en el que el entonces Síndico Municipal del Ayuntamiento de Ciudad Valles, San Luis Potosí, **********manifiestó se encontraba en vías de ejecución, la sentencia dictada el veintisiete de agosto de dos mil veintiuno. 

En tales condiciones, el término de quince días comenzó a correr el nueve de septiembre de dos mil veintiuno y feneció el uno de octubre de dos mil veintiuno, sin contar entre ambas fechas los días once, doce, quince, dieciséis, dieciocho, diecinueve, veinticinco y veintiséis de septiembre de la propia anualiadad, por ser inhábiles, de tal suerte que si el recurso de apelación, fue recibido en el Buzón de Promociones de Vencimiento de Término de este Tribunal el diecisiete de noviembre de dos mil veintiuno, tal como se desprende del sello de recepción que obra en el escrito de apelación; por ende, resulta fuera del término que establece el artículo 153 primer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, de tal suerte que su promoción resulta extemporánea.
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De ahí que resulte inoperante el agravio formulado por la autoridad recurrente en su escrito de apelación, ********** Síndico Municipal de Ciudad Valles, en el sentido de que la administración municipal de Ciudad Valles del periodo 2021-2024 entró en funciones el uno de octubre de dos mil veintiuno y que el promovente tuvo conocimiento hasta el cuatro de noviembre de esa anualidad, de la resolución apelada de veintisiete de agosto de dos mil veintiuno, por medio de la notificación al Tesorero Municipal del acuerdo de veinte de octubre de dos mil veintiuno; calificación que así se considera, toda vez que, como se precisó en párrafos arriba señalados, según constancia que obra en autos, dicha resolución le fue notificada por correo electrónico a la autoridad demandada correspondiente, Sindico de Ciudad Valles, San Luis Potosí, el viernes tres de septiembre de la pasada anualidad, (misma que no fue controvertida); por lo que, el nuevo titular de la Sindicatura del Ayuntamiento de Ciudad Valles, y aquí apelante, al asumir el puesto, adquiere la representación en el cumplimiento de las responsabilidades derivadas de las actuaciones de quienes le antecedieron en la función; en ese sentido, la notificación efectuada a la Sindicatura Municipal de Ciudad Valles, de la resolución apelada, se realizó al poder público de la autoridad y no a la persona física que en su momento ocupaba el cargo, por lo que el ente jurídico debe asumir las consecuencias de tales actos a través del nuevo titular.
Sirve de apoyo a lo anterior, la Tesis Aislada que se comparte y que a continuación se transcribe:

“SENTENCIAS DE AMPARO. LA RESPONSABILIDAD EN SU CUMPLIMIENTO NO ES PERSONAL, SINO DEL ESTADO. El nuevo titular que ocupe el cargo de la autoridad pública en funciones, que ha sido requerido en términos de los artículos 104 y 105 de la Ley de Amparo, para que dé cumplimiento a un mandato de amparo que impone la obligación del pago de una indemnización a título de daños y perjuicios, como cumplimiento sustituto, no puede justificar su incumplimiento y aducir que los actos arbitrarios que dieron lugar a la tutela constitucional fueron ejecutados por titulares que le precedieron, porque dado el sistema institucional del Estado de derecho, desde el momento en el que un nuevo funcionario asume un puesto público, adquiere la representación estatal en el cumplimiento de las responsabilidades derivadas de las actuaciones de quienes le antecedieron en la función, en virtud de que los actos arbitrarios sancionados por las ejecutorias de garantías se efectúan con motivo del ejercicio del poder público de la autoridad y no de las personas físicas que en su momento ocuparon el cargo, por lo que es el ente jurídico estatal el que debe asumir las consecuencias de tales actos a través del titular en turno, en razón de que no se trata de una responsabilidad personal, sino del Estado.”

Quien aquí resuelve, no es omiso en precisar, que si bien es cierto el estudio expuesto con antelación se apoya en una Tesis Aislada, que por no constituir Jurisprudencia, y por tanto no resultar obligatorias a este Tribunal, en términos de los artículos 94 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 215, 217, 218, primer párrafo, 222 al 226 y 228 de la Ley de Amparo Vigente; no menos cierto es, que la propia Jurisprudencia ha reconocido a los Tribunales de menor jerarquía a los que emiten el criterio, la posibilidad de que puedan tomar en consideración los criterios contenidos en Tesis Aisladas para ajustar el fallo que emitan, hacer el estudio de la cuestión planteada, y acatarlos si es aplicable al caso de que se trata. Por tanto, si como es el caso, de acuerdo con las citadas normas que jerarquizan la obligatoriedad de la Jurisprudencia, el Tribunal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí es un tribunal de menor jerarquía respecto de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y de los Tribunales Colegiados de Circuito, luego entonces le es dable a ésta Sala tomar en consideración el criterio contenido en la transcrita Tesis Aislada para ajustar su fallo, según se desprende de la Jurisprudencia de los datos siguientes:
Suprema Corte de Justicia de la Nación Registro digital: 2013380 Instancia: Segunda Sala Décima Época Materias(s): Común Tesis: 2a./J. 195/2016 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 38, Enero de 2017, Tomo I, página 778 Tipo: Jurisprudencia

“TESIS AISLADAS. LAS EMITIDAS POR LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN TIENEN CARÁCTER ORIENTADOR, NO GENERAN DERECHOS NI SON SUSCEPTIBLES DEL EJERCICIO DE IRRETROACTIVIDAD. Del análisis integral y sistemático de los artículos 94 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 215, 217, 218, primer párrafo, 222 al 226 y 228 de la Ley de Amparo, se desprende que de manera expresa se concede carácter obligatorio a la jurisprudencia, particularidad que no comparte con las tesis aisladas que se generan en los fallos de los órganos terminales del Poder Judicial de la Federación. Atento a lo anterior, los criterios que aún no integran jurisprudencia no pueden invocarse como un derecho adquirido por las partes y, por tanto, sujeto al principio de no aplicación retroactiva en su perjuicio. Congruente con ello, a falta de jurisprudencia definida sobre un tema determinado y cuando exista un criterio aislado o precedente aplicable para la solución de un caso concreto, debido al carácter orientador que esta Superioridad les ha conferido y el principio de seguridad jurídica, es dable mas no obligatorio que los órganos jerárquicamente inferiores lo atiendan en sus resoluciones, mediante la cita de las consideraciones que las soportan y, en su caso, de la tesis correspondiente y de existir más de uno, puede el juzgador utilizar el que según su albedrío resulte correcto como parte del ejercicio común de su función jurisdiccional.”

Bajo las anteriores premisas es que se considera que, la apelación planteada por la autoridad demandada, resulta fuera del término que establece el artículo 153 primer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y en consecuencia, ello impide entrar al estudio del fondo del asunto sentenciado por la Primera Sala Unitaria de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, dentro del juicio contencioso génesis, en el entendido que al confirmar la determinación por sus propios fundamentos, no trae implícito pronunciamiento de esta Sala de alzada, respecto de calificar los argumentos y consideraciones que la Sala de Origen tomo en cuenta para su emisión.
Asimismo, se precisa que el sentido en que se resuelve la presente instancia, tampoco prejuzga sobre los razonamientos que expone la A quo al dictar la determinación impugnada, en virtud de que, se insiste, la extemporaneidad en la presentación del recurso, implica que al resolver esta instancia no se logre realizar pronunciamiento en relación con las consideraciones de fondo invocadas por el juzgador.

No es óbice para la anterior conclusión el hecho de que por acuerdo de fecha veinticinco de noviembre del año pasado se haya tenido por interpuesto este recurso de apelación, supuesto que con ello no se vulneran los derechos de las partes, pues como lo ha sostenido la Tesis Jurisprudencial que enseguida se transcribe, no se infringe el derecho al acceso a la justicia, pues  la improcedencia que se decreta no se conoce de manera indubitable o de forma manifiesta, sino que es necesario un holístico análisis posterior de las diferentes normas aplicables a la hipótesis planteada en el caso concreto; esto es, que no se vulnera el artículo 17 constitucional, pues su ejercicio se encuentra sujeto al cumplimiento de determinados presupuestos y cargas procesales que no deben soslayarse en detrimento de la correcta administración de la justicia, como es la carga procesal de presentar el recurso efectivo ante la autoridad competente y de dar la oportunidad a su contraria parte de defender sus argumentaciones.
Ilustra lo anterior la Tesis Jurisprudencial anunciada, que reza:

“REVISIÓN EN AMPARO. LA ADMISIÓN DEL RECURSO NO CAUSA ESTADO.- La admisión del recurso de revisión por parte del Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o del de una de sus Salas es una determinación que por su naturaleza no causa estado, al ser producto de un examen preliminar del asunto, correspondiendo en todo caso al órgano colegiado el estudio definitivo sobre su procedencia; por tanto, si con posterioridad advierte que el recurso interpuesto es improcedente, debe desecharlo”.

Con apoyo en lo dispuesto por el artículo 22 Bis
 del Reglamento Interior de este Tribunal, se habilita a la Licenciada Verónica Tapia Hernández para que lleve a cabo la notificación de la presente resolución.

Por lo anteriormente expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 152, 153 y 154 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se:
RESUELVE
PRIMERO. Se declara improcedente el recurso de apelación, promovido por el Ayuntamiento de Ciudad Valles, San Luis Potosí, de acuerdo a las consideraciones y fundamentos precisados en el considerando CUARTO de esta resolución.
SEGUNDO. Se declara improcedente el recurso de apelación, planteado por el Síndico Municipal de Ciudad Valles, San Luis Potosí, de acuerdo a las consideraciones y fundamentos precisados en el considerando SÉPTIMO de esta sentencia.

Notifíquese con testimonio de esta resolución de manera personal al actor, por oficio mediante correo certificado a la autoridad demandada; remítanse los autos a la Sala de su origen; procédase a realizar las anotaciones respectivas en el Libro de Gobierno y la captura de datos en el Sistema de Control Electrónico de Expedientes Jurisdiccionales (SICEEJURIS); y en su oportunidad archívese el Toca como asunto concluido.
Así lo resolvió y firma el Magistrado de la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa Licenciado Claudio Alberto Alvarado Barragán, quien actúa de forma legal asistido de la Licenciada Teresa de Jesús Molina Aguiñaga, Secretaria Jurisdiccional conforme a lo dispuesto por los artículos 18 fracción I en relación con el 20 fracción X del Reglamento Interior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa
, que autoriza y da fe. 
(RÚBRICAS)

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí y 3 fracción VIII y IX, 4 y 29 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados del Estado de San Luis Potosí. 
� Foja 713 de los autos del Juicio de Origen


� “ARTÍCULO 152….


El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”


� Foja 8 y 9 del Toca


� Foja 18 del Toca


�“ARTÍCULO 154. …


La Sala Superior del Tribunal, dará vista a las partes para que en el término de tres días hábiles, manifiesten lo que a su derecho convenga; vencido este término se procederá a resolver con los elementos que obren en autos.”


� “ARTÍCULO 249. Las sentencias que emitan las Salas, deberán de contener: 


I. La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, la exposición de las razones por las que, en su caso, se haga uso de la facultad para suplir la deficiencia de la queja, así como el examen y valoración de las pruebas que se hayan rendido; 


II. La exposición debidamente fundada y motivada de las consideraciones en que se basa la resolución, y 


III. Los puntos resolutivos, los que expresarán los actos o resoluciones cuya validez se reconozca o cuya nulidad se declare.


ARTÍCULO 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales: 


I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución; 


II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnad a, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso; 


III. Vicios del procedimiento que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada; 


IV. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas, y 


V. Cuando la resolución administrativa dictada en ejercicio de facultades discrecionales, no corresponda a los fines para los cuales la ley confiera dichas facultades 


La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución. 


Para declarar o no la nulidad de un acto administrativo, la Sala deberá estarse además, a lo previsto en Libro Segundo de este Código.”


� Registro digital: 2020000 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Décima Época Materias(s): Administrativa Tesis: (II Región)1o.3 A (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 67, Junio de 2019, Tomo VI, página 5175 Tipo: Aislada





� Suprema Corte de Justicia de la Nación Registro digital: 161662 Instancia: Primera Sala Novena Época Materias(s): Civil, Común Tesis: 1a./J. 52/2011 Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXXIV, Julio de 2011, página 37 Tipo: Jurisprudencia: “COSA JUZGADA. DEBE ANALIZARSE DE OFICIO CUANDO EL JUZGADOR ADVIERTE SU EXISTENCIA AUNQUE NO HAYA SIDO OPUESTA COMO EXCEPCIÓN POR ALGUNA DE LAS PARTES. El análisis de oficio de la cosa juzgada debe realizarse cuando el juzgador advierta su existencia, ya sea porque se desprenda de autos o por cualquier otra circunstancia al tener aquélla fuerza de ley, con lo que no se viola la equidad procesal entre las partes, ya que al estar resuelto el litigio, éstas pudieron presentar todas las defensas y excepciones que consideraron pertinentes en el juicio previo, pues debe privilegiarse la certeza jurídica frente al derecho de oposición de las partes.”


� “ARTÍCULO 220. …


Cuando la personalidad de la autoridad conste en el Periódico Oficial del Estado, bastará que se indique la fecha de su publicación.


…”


� Escrito de demanda, fojas 2 y 3 que obra agregado a los autos del expediente 297/2021-1


� Fojas 605 a 607 del Exp. De origen 297/20121-1


� “ARTÍCULO 230. Son partes en el juicio contencioso administrativo:…


II. El demandado, teniendo este carácter:


a) Tanto la autoridad ordenadora como la ejecutora de los actos impugnados y, en su caso, aquéllas que las sustituyan, así como los organismos públicos descentralizados de la administración pública estatal o municipal;


b) El particular a quien favorezca la resolución cuya modificación o nulidad pida la autoridad administrativa, conforme al artículo 6º fracción VI de la Ley Orgánica del tribunal. …”


� Fojas 613 a 627 del expediente de origen.


� Foja 628 del expediente de origen 





� “ARTÍCULO 237. La demanda podrá ampliarse dentro de los diez días siguientes a aquél en que surta efectos la notificación del acuerdo que admita su contestación , en los casos siguientes:


I. Cuando se impugne una negativa ficta; …”


�  Foja 643 del expediente de origen


� Foja 656 del expediente de origen


� “ART. 131.- Cuando este Código no señale términos para la práctica de algún acto judicial, o para el ejercicio de algún derecho, se tendrán por señalados los siguientes: …


IV.- Tres días para todos los demás casos.”


�“ARTÍCULO 217. …


A falta de disposición expresa, se aplicarán supletoriamente las disposiciones del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí. …”


� Foja 676 del expediente de origen


� Foja 673 del expediente de origen.


� Foja 675 del expediente de origen.


� “ARTÍCULO 240. …


En cualquier momento, de ser procedente, la Sala podrá instar a las partes a que avengan sus puntos de controversia. En caso de avenimiento, éste tendrá efectos de sentencia. “





� “ARTÍCULO 255. Las sentencias definitivas causan ejecutoria: …


V. Sea consentida expresamente por las partes o sus representantes legítimos.


A partir de que cause ejecutoria una sentencia, correrán los plazos para su cumplimiento. …”


� Con apoyo en lo dispuesto en los artículos 48, 49, 50 y 52, del Código Procesal Administrativo para el Estado; 14 primer párrafo, 15 segundo párrafo, 16, 17, 21 y artículo cuarto transitorio, del Acuerdo General 14/IX/2020 del Pleno de este Tribunal, por el que se establecen los Lineamientos para la Notificación Electrónica; la notificación a la autoridad demandada respecto a las actuaciones del presente sumario se realizarán a través del buzón electrónico. (Acuerdo de admisión de demanda de fecha dieciocho de mayo de dos mil veintiuno).





� “ARTÍCULO 50. Se tendrá como fecha de notificación por cualquier medio de comunicación electrónica, la que conste en el acuse de recibo, o en su caso, en algún otro medio que acredite fehacientemente la recepción.


La notificación electrónica surtirá sus efectos al tercer día hábil siguiente a aquél en que se haya realizado.”


� “ARTÍCULO 35. Las partes afectadas por una notificación irregular, deberán pedir su nulidad en el primer escrito o en la actuación subsiguiente en la que intervengan; de lo contrario quedará aquélla convalidada.”


� Registro digital: 187082 Instancia: Pleno Novena Época Materias(s): Común Tesis: P. XXIV/2002 Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XV, Abril de 2002, página 14 Tipo: Aislada





� Época: Novena Época: Registro: 170598; Instancia: Segunda Sala: Tipo de Tesis: Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta: Tomo XXVI, Diciembre de 2007: Materia(s): Común: Tesis: 2a./J. 222/2007: Página: 216





� ARTÍCULO 22 BIS.- Las Salas del Tribunal podrán contar con personal denominado “auxiliares jurisdiccionales”, cuyas funciones serán apoyar las actuaciones y diligencias de todo el proceso, particularmente las que desempeñan los oficiales jurisdiccionales y aquellas que les encomienden los titulares de las Salas. Tendrán fe pública para la práctica de notificaciones, inspecciones, compulsas audiencias, desahogo de pruebas y las demás, cuya naturaleza así lo requiera.





� “Artículo 18. Además de las funciones establecidas en el artículo 52 de la Ley, los secretarios de acuerdos tendrán las siguientes:


I. Dar fe y certificar los actos que realiza el titular y autenticar todos los hechos jurídicos de importancia para los juicios de que conoce la Sala; …”


“Artículo 20. Las funciones inherentes a los secretarios jurisdiccionales son: …


X. Suplir en sus facultades a los Secretarios de Acuerdos cuando el Magistrado respectivo lo disponga; y …”
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